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ASUNTOS GENERALES 

La seguridad social en 
América Latina 

L os países latinoamericanos han desempe­
ñado un papel importante' en el desarrollo 
de la seguridad social en el Tercer Mundo. 
Algunos fueron prec ursores en el hemisfe­
rio al introducir planes de esa índole inclu-

so antes que Estados Unidos. En 191 5 Uru­
guay promulgó la primera ley de riesgos 
ocupacionales y Chile estableció, diez años 
después , los programas pioneros de pen­
siones. 

A finales de los años setenta los niveles 
de salud en la región eran los más altos de 
las naciones en desarrollo. Costa Rica, Chile 
y Uruguay, así como los países del Caribe 
anglohablante, alcanzaron dos decenios an­
tes la meta fijada por la OIT de lograr " la 
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salud para todos en el año 2000". La crisis 
económica de 'los ochenta,' empero, afec­
tó ese proceso. En general los sistemas de 
seguridad social registran desde entonces 

Las informaciones que se reproducen en esta 
sección son resúmenes de noticias aparecidas 
en diversas publicaciones nacionales y extran­
jeras y no proceden originalmente del Ban­
co Nacional de Comercio Exterior, S.N.C., 
sino en los casos en que así se manifieste. 
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déficit crecientes , debido a las elevadas 
deudas públicas externas que obligan a des­
tinar mayores recursos para cubrir su ser­
vicio en detrimento del gasto social, la dis­
minución de las contribuciones por el de­
terioro del salario real, el incremento del 
desempleo y la expansión acelerada del sec­
tor laboral informal. Para hacer frente al 
problema, los gobiernos latinoamericanos 
han instrumentado, con resultados diver­
sos, diferentes estrategias: desde el incre­
mento de las contribuciones, cortes en las 
prestaciones y programas para aumentar la 
eficiencia, has ta la privatización de los sis­
temas de seguridad . 

Con el propósito de examinar la situa­
ción de los sistemas de seguridad social de 
la región , así como sus principales antece­
dentes y perspectivas, el BID incluyó en su 
informe anual de 1991 el estudio La segu­
ridad social en América Latina. 1 Debido 
a su interés, en esta nota se resumen los as­
pectos más importantes de ese documento. 

Evolución histórica 

Con base en el establecimiento de los sis­
temas de seguridad social2 y su posterior 
desarrollo , los países de la región se clasi­
fican en los grupos que se describen a con­
tinuación. 

Pioneros. Integran esta categoría cuatro de 
las naciones de mayor desarrollo relativo 
de la región: Argentina, Brasil, Chile y Uru­
guay. Los sistemas de seguridad social sur­
gieron por iniciativa del Estado en los años 
veinte y treinta ante la presión de algunos 
grupos ocupacionales, principalmente las 
fuerzas armadas y los empleados públicos. 
Ello dio lugar a un sistema estratificado, in­
tegrado por instituciones aseguradoras con 
legislaciones y prestaciones diferentes. Sub­
sistemas posteriores abarcaron grupos so­
ciales más amplios (trabajadores urbanos y 
agrícolas), con el propósito de alcanzar la 
universalidad. 3 Empero, las prestaciones 

l. El autor del estudio es Carmelo Mesa-Lago, 
catedrático de Economía y Asuntos Latinoame­
ricanos de la Universidad de Pittsburgh, Pensil­
vania, Estados Unidos. 

2. En el documento del BID se define el tér­
mino de seguridad social como un sistema inte­
gral de protección contra los riesgos sociales, el 
cual abarca los seguros sociales (pensiones, aten­
ción médico-hospitalaria, etc.), las asignaciones 
familiares, la asistencia social y' los programas pú­
blicos de salud. 

3. En el es tudio el concepto de universalidad 

de éstos son menores, en condiciones de 
adquisición más estrictas y poco apoyo es­
tatal. Todo ello contribuyó a que la seguri­
dad social en estos países asumiera una for­
ma piramidal, en cuyo ápice se ubica un pe­
queño grupo bien protegido, en el centro 
o tro con menor cobertura y en la base la 
mayoría de la población con poca o nin­
guna protección . A medida que los núcleos 
marginales se organizaron conquistaron al­
gunas de las prestaciones de los grupos más 
beneficiados. El financiamiento de éstas, 
empero, se hizo, excesivo por la ampliación 
de su cobertura y su mejoramiento, la ma­
durez de los programas de pensiones y el 
envejecimiento de la población. Esta ten­
dencia provocó que aumentaran los subsi­
dios estatales. 

Con base en estudios técnicos de orga­
nismos internacionales y expertos naciona­
les, es tos países han realizado algunas re­
formas a la seguridad social . En los años se­
senta Brasil logró prácticamente unificar el 
sistema. En Argentina y Uruguay se consti­
tuyó un organismo central que agrupó a va­
rias instituciones en un sistema uniforme. 
En Chile se eliminaron las pn;staciones más 
elitistas y gravosas, se empezó a uniformar 
el sistema y posteriormente se puso en mar­
cha un amplio programa de privatización.4 

Con la excepción de Chile, los sistemas de 
seguridad social de este grupo sufren en la 
actualidad graves desequilibrios finan­
cieros. 

Intermedios. Los sistemas de seguridad so­
cial en estas naciones (Bolivia , Colombia, 
Costa Rica, Ecuador, México, Panamá, Para­
guay , Perú y Venezuela) empezaron a fun­
cionar en los años cuarenta y cincuenta. Si 
bien sus niveles de desarrollo son hetero­
géneos, estos países se caracterizan por te­
ner un sector rural mayor que el urbano. 
Cabe señalar que la planeación de la política 
social en esas naciones tomó en cuenta las 
expe riencias del grupo pionero y las reco­
mendaciones de la OlT. En general se esta­
bleció un solo instituto central con el obje­
tivo de atender con una visión de largo pla­
zo a toda la población. En la práctica , sin 
embargo, la cobertura se limitó a las prin-

se refiere a la ampliación o extensión máxima de 
la cobertura poblacional del sistema de seguri­
dad social, sin considerar las diferencias en el ac­
ceso a los servicios sociales ni la calidad de los 
mismos. 

4. Véase en esta edición el recuadro "Refor­
ma de la seguridad social en Chile" . 
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cipales ciudades. Las naciones de mayor de­
sarrollo relativo tenían algunas instancias 
anteriores al mencionado instituto que cu­
brían a algunos sectores ocupacionales, co­
mo militares , burócratas y trabajadores de 
servicios públicos. A d iferencia de lo que 
ocurre en los países pioneros, es tos sec to­
res representan una pequeña parte de lapo­
blación, por lo que la estratificación no al­
canzó niveles altos. Si bien al principio los 
sistemas enfrentaron problemas administra­
tivos y financieros relativamente menores 
a los de los pioneros , debido principalmen­
te a su menor cobertura tanto en materia 
de riesgos como de población, la crisis de 
los años ochenta los acentuó . 

Tardíos. Éstos se dividen en dos subgru­
pos: a] el de los países menos desarrollados, 
Centroamérica -excluyendo a Costa Ri­
ca- y el Caribe latino, y b] el de las nacio­
nes caribeñas de habla inglesa. 

En los primeros la seguridad social sur­
gió en el decenio de los cincuenta. El insti­
tuto general cubre a todos los asegurados. 
Para el grupo intermedio de la población, 
la cobertura y la calidad de las prestacio­
nes son menores y las condiciones de ad­
quisición , más estrictas. Si bien los sistemas 
de estos países no sufrieron la crisis finan ­
ciera de los años ochenta, merced a su po­
bre extensión, la dificultad más grave a que 
se enfrentan es ampliar la cobertura social. 

Tras su independencia en los años se­
senta y setenta y con base en los sistemas 
de salud implantados en el Reino Unido, los 
países de habla inglesa establecieron en el 
decenio de los ochenta programas de se­
guridad social que alcanzaron la cobertura 
universal. Cabe destacar que estos sistemas 
son uniformes y disfrutan de una gran so- / 
lidez financiera. 

En Jo que sigue se hace referencia de ma­
nera comparativa a las características más 
relevantes de los tres grupos de países . 

Generosidad de las prestaciones. Merced 
a factores demográficos y a la antigüedad 
de los programas, los países pioneros de­
dican la mayoría de su gasto a pensiones 
(de 60 a 76 por ciento), mientras que los 
tardíos -con la excepción de los del Cari­
be anglohablantes- asignan la mayor par­
te de los desembolsos al programa enfer­
medad-maternidad (de 66 a 76 por cien-
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to)5 Ello obedece , entre o tros factores, a 
que los primeros tienen sistemas de pen­
siones más ant iguos y una población rela­
tivamente más envejec ida. · 

En los países pioneros la edad de jubi­
lación se estableció a principios de siglo , 
cuando la esperanza de vida era menor. Por 
razones políticas, en la actualidad es muy 
difícil aumentar esta edad, pese al incre­
mento considerable de la expectativa de vi­
da de la región . En Brasil y Uruguay, por 
ejemplo, se perm ite la jubilación con 20 o 
30 años de servicio . sin considerar la edad 
del trabajador , con lo que muchas veces se 
benefi cia a personas de cuarenta años de 
edad e incluso menores. Asimismo , en 13 
países lat inoamericanos la edad de jubila­
ción de la mujer es cinco años menor que 
la del hombre , a pesar de que suele vivir 
más. En consecuenc ia, el promedio de vi­
cia de los jubilados se ha extendido en for­
ma considerab le , en algunos casos (Brasil , 
Costa Rica y Uruguay) hasta 26 at1os el de 
los hombres y 29 el de las mujeres . Es de­
cir , el período de con tr ibución es similar 
al ele re tiro, contradiciendo el principio teó­
rico de los sistemas de pensiones de que 
el primero debe promediar más del doble 
que el segundo para ser financiable . 

Los países tardíos, por su parte, tienen 
los menores promedios de vida pensiona­
da, debido a las edades establecidas para la 
jubilación , las más altas de la región. junto 
con una elevada esperanza de vida (esto úl ­
timo con la excepción del Ca ribe latino). 

En general, en los países latinoamerica­
nos se consideran los tres a cinco últimos 
años de servicios para promediar el salario 
base de la pensión . Por lo menos en cinco 
naciones ei" jubilado rec ibe hasta 100% de 
su salario promedio y en cuatro de ellas de 
90 a 95 por ciento. Estos porcentajes res ul­
tan demasiado altos si se comparan con los 
ele muchos países desarrol lados, en los cua­
les una tasa de 40 a· 50 por ciento del sala­
rio base constituye una pensión adecuada. 
El alto monto de las pensiones se ha cons­
tituido en un fuerte incentivo para el reti­
ro adelantado , pues el asegurado se jubila 
en plenitud de sus fac ul tades productivas, 
con un ingreso igual o aproximado a su sa­
lario , y se integra a un nuevo trabajo legal 
o en el sector informal. 

El subsidio por enfermedad en la región 

5 . De hecho sólo Argen tina , Bras il, Chile y 
Uruguay tienen programas de desempleo y de 
asignaciones familiares. 

suele ser también elevado y concedido con 
pocos requisitos. En ocho países , por ejem­
plo, no se exige un período de espera n i 
contribución para recibir el subsid io por 
enfermedad; basta con estar asegurado y te­
ner empleo. En tres países se otorga el sub­
sidio por el equivalente del total del sala­
rio, en otros dos hasta por 90%. Según el 
documento del BID, esto constituye un 
fu erte incentivo para fingir enfermedades 
y cobrar el subsidio. En las naciones en las 
que se pide un plazo corto de contribución, 
los beneficiados tienen acceso a tratamien­
tos costosos, aunque dejen de contribuir 
después . 

En algunas naciones existen las denomi­
nadas " prestaciones sociales" por las que 
se otorgan préstamos personales e hipote­
carios en términos preferenciales y se finan­
cian ac ti vidades culturales· y deportivas . 

Financiamiento y cobertura. En orden de 
importancia el financiamiento de la segu­
ridad social latinoamericana se reali za por 
medio de tres fu ntes : la contribuc ión so­
bre nómina salarial, la cual se fija como por­
centajes que pagan el asegurado y el em­
pleador; los subsid ios e impuestos especí­
fi cos gubernamentales, y el producto de la 
inversión de los fondos de la reserva del 
sistema. En cuanto a la relación de los in­
gresos y los egresos de la seguridad social 
con respecto al PIB , los países pioneros tie­
nen los porcen tajes más al tos de la región 
(de 7 .3 a 14.3 por ciento), dehido a la anti­
güedad de sus programas, su mayor cober­
tu ra y prestaciones más generosas. 

U1 cobertura ~ <' centra principalmente 
en los asalariados urlxwos y sus dependien­
tes más cercanos (sin inclu ir a los trabaja­
do res autónomos) , seguida por los trabaja­
dores agrícolas y los desempleaclos y sus 
dependientes. En las naciones menos de­
sarrolladas la cobertura poblaciona l se cir­
cunscribe a la capital y a las ciudades con 
mayor densidad. Sólo Barbados, Bahamas, 
Brasil y Jamaica logran cubrir 80% o más 
de la PEA. Les siguen Argentina , Chile y 
Uruguay (véase el cuadro respectivo). 

Una de las principales razones del bajo 
índice de la cobertura social en la región 
se debe al modelo aplicado en prácticamen­
te todos los países . La base financiera de és­
te radica eñ las contribuciones salariales del 
trabajador y el empleador. En América La­
tina esta base es muy débil pues, a diferen­
cia de Europa, la mayoría de la fuerza la-
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Cobertura de la PEA por el seguro social 
en América Latina,. 1960-1988 
(Porcentajes) 

1985-
1960 1970 1980 1988 

Argent ina 55 2 68.0 69.1 79. 1 
Bahamas n.d. n.d . 85.3 85.9 
Barbados n.d. 75.3 7~ .8 969 
Boli via 8.8 90 18.5 16 .9 
Brasil 23. 1 27.0 87.0 n.d . 
Colombia 8.0 22.2 30.4 30.2 
Costa Rica 25 3 38.4 683 68.7 
Chile 70.8 756 61.2 79.2 
Ecuado r 11.0 14.8 21.3 25 8 
El Sa lvador 4.4 8.4 11.6 n.d. 
Guatemala 20.6 270 33 1 270 
Honduras 3 7 4.2 14.4 12.8 
Jamaica n.d. 58.8 80.9 93 2 
México 15.6 28. 1 42.0 40.2 
Nicaragua 5.9 14.8 189 3 1. 5 
Panamá 20.6 33.4 523 59.8 
Paraguay R.O 10.7 14.0 n.d. 
Perú 24 .8 35 6 3 7.4 32.0 
Repúb lica Domintcana n.d. 89 11.6 10.2 
Urugua y 109.0 9S4 81.2 73.0 
Venezuela 11.9 24.4 498 54 3 

América Latina n.d. n.d. 61.2 n.d. 

n.d . No dispon ib le. 
Fue nre : " La seguridad social e ri Amé ri ca Latina", 

en BID, Informe 199 1, Washingwn , 
1991 . 

boral está compuesta por trabajadores agrí­
colas dispersos y a menudo migratorios, 
con bajos ingresos y empleador variable. 
La extensión de la cobertu ra a toda la po­
blación, con base en este modelo , sería 
muy costosa. Según cálculos del documen­
to del BID, el incremento necesario del gas­
to de la seguridad social, como porcentaje 

. del PIB, para lograr la universalidad sería 
económicamente insostenib le. 

Uno de los principales re tos inmediatos 
en los países latinoamericanos es extender 
la cobertura social más allá del sec tor ur­
bano fo¡-mal. Los sistemas nacionales de sa­
lud en el Caribe anglohablante son los úni­
cos en la región que logran cubrir por com­
pleto al sector rura l. En Costa Rica, Chile 
y Uruguay se han dado importantes pasos 
en este sentido con la instrumentación de 
programas especiales de pensiones en ese 
sector, con base en métodos innovadores 
de financiamiento que incluyen la privati­
zación del servicio. 

La población lat inoamericana que se 
ubica por debajo de la línea de pobreza (des­
empleados, trabajadores temporales, ser-
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vidores domésticos y campesinos que no 
laboran en el sector formal o rural moder­
no) carece normalmente de algún tipo de 
seguridad social, con la excepción, una vez 
más, del Caribe de habla inglesa y de Cos­
ta Rica y Chile . Cabe señalar que las nacio­
nes con mayor cobertura son los de menor 
incidencia de pobreza y viceversa. 

Desigualdad en el acceso. Al problema de 
la baja cobertura poblacional debe añadir­
se el de la desigualdad en el acceso de los 
programas y servicios sociales de los diver­
sos grupos ocupacionales, ramas económi­
cas y unidades geográficas. Con base en es­
tudios realizados en diversos países del área 
se puede afirmar que la evolución y tenden­
cia histórica de la cobertura de la seguridad 
social en la región está relacionada en for­
ma directa con el ingreso, la, calificación la­
boral, el poder de los grupos de presión, 
la urbanización y el grado de desarrollo. 
Los militares y los empleados públicos fue­
ron beneficiados desde el siglo XIX, mien­
tras que los trabajadores domésticos e in­
dependientes se incorporaron a tales siste­
mas hace poco menos de 20 años . 

El mayor grado de cobertura de la PEA 
por ramas económicas, conforme a los mis­
mos estudios, se registra en electricidad, gas 
y agua (de 65 a 100 por ciento); le siguen 
las manufacturas ( 40 a 90 por ciento) y el 
transporte y las comunicaciones (34 a 71 
por ciento). La más baja se registra en la 
agricultura (4 a 59 por ciento). La cobertu­
ra geográfica muestra también diferencias 
notables. !1:1ientras que las provincias o de­
partamentos con mayor desarrollo relativo 
(centros urbanos e industrializados) logran 
una amplia cobertura, las menos desarro­
lladas (agrícolas-rurales) están muy abando­
nadas . 

El documento del BID destaca dos situa­
ciones: a)la estratificación típica de las na­
ciones pioneras, en las que la población está 
en su mayoría asegurada , aunque con no­
tables diferencias en la calidad de las pres­
taciones, y b]la inequidad en los países me­
nos desarrollados, en los que sólo una mi­
noría tiene acceso a los mejores beneficios 
de los sistemas de seguridad social , mien­
tras que el res to se canaliza a servicios in­
feriores de salud pública y asistencia social. 
Obviamente, la estratificación del seguro 
social en los países latinoamericanos ha 
provocado graves desigualdades sociales a 
favor de los grupos más poderosos y orga­
nizados. 

Existen también contrastes entre los gn.¡­
pos de edad. El mayor volumen del gasto 
de salud lo absorbe la población en edad 
productiva, pese a que tiene una inciden­
cia de enfermedad menor que la población 
infantil. En 1985 en Perú, por ejemplo , al­
rededor de 30% de la PEA estaba cubierta, 
frente a 1.4% de la población menor de 
14 años. En Colombia las proporciones 
eran de 15 y 3.6 por ciento, respectivamen­
te. En Brasil la población retirada, sólo 
4.3% del total del país, recibe 3 1% de las 
prestaci?nes globales. 

Crisis económica y seguridad social 

A partir del decenio de los ochenta las con­
tribuciones reales a la seguridad social han 
decrecido en la mayor parte de las nacio­
nes del área, debido principalmente a1los 
siguientes motivos: 

• La drástica caída de los salarios míni­
mos reales urbanos. 

• El aumento del desempleo abierto ur­
bano y la expansión acelerada del sector in­
formal. 

• El incremento de los índices de 
precios. 

• La regresión en el rendimiento real de 
las tasas de inversión. 

• Los recortes constantes en el presu­
puesto público :de salud. 

Paralelamente a la caída de las contribu­
ciones, los gastos de los sistemas de segu­
ridad social crecieron en forma constante, 
merced al mayor uso de los instrumentos 
sociales (seguros de desempleo, pensiones, 
servicios públicos de salud, etc.) y a la in­
flación del mercado externo, lo que incre­
mentó los precios de los medicamentos e 
instrumental quirúrgico. Esta situación pro­
vocó a partir de los años ochenta un fuer­
te déficit en los sistemas de seguro social 
en los países pioneros, mientras que los de 
los grupos intermedios y tardíos comenza­
ron a experimentar serios desequilibrios fi­
nancieros. 

El propósito fundamental de los regíme­
nes de financiamiento es equilibrar los in­
gresos y los egresos de la seguridad social , 
con base en las reservas del sistema. En ge­
neral existen tres regímenes en la región: 
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a]) capitalización completa, que se estable­
ce con una prima fi ja para mantener un 
equilibrio permanente; b] capitalización 
parcial, para períodos más cortos (un de­
cenio, por ejemplo) y con ajustes en la pri­
ma al final de cada l~pso, y e) el de repar­
to, para lapsos muy breves y ajustes cons­
tantes de la prima. Los programas a largo 
plazo que requieren de fondos cuantiosos, 
como el de pensiones y riesgos profesio­
nales , se instrumentan con base en los re­
gímenes de capitalización completa o par­
cial, mientras que los de enfermedad-ma­
ternidad utilizan el de reparto. A medida 
que se reducen los plazos las reservas re­
queridas para el financiamiento son me­
nores. 

Debido a que las instituciones gestoras 
carecen de la estructura necesaria para ope­
rar como intermediarios financieros, los re­
sultados de la inversión de las reservas o 
fondos de los sistemas de seguridad social 
latinoamericanos son en la mayoría de los 
casos muy deficientes. 

Los países latinoamericanos han registra­
do pérdidas en estas inversiones al concen­
trarlas en instrumentos de rentabilidad ne­
gativa. Entre éstos destacan los realizado~ 
en obligaciones y bonos estatales, los cua­
les no son negociables y casi nunca se in­
dizan; préstamos hipotecarios y personales 
que por efecto de la inflación se devalúan 
y descapitalizan las reservas; créditos para 
cubrir los déficit de programas no rentables 
(actividades deportivas y espectáculos pú­
blicos), y el fmanciarniento de edificio~ para 
la institución y viviendas para los asegura­
dos, con rendimientos nulos o muy bajos. 

Desde la perspectiva del gasto, ias prin­
cipales causas del desequilibrio financiero 
de la seguridad social en los países latinoa­
mericanos,.principalmente en los pioneros 
e intermedios, son: a] la universadzación de 
la cobertura nacional; b]la generosidad de 
algunas prestaciones; e) la maduración de 
los programas de pensiones; d)la -na"or ex­
pectativa de vida de la població.1,) e) los 
ajustes obligados a las pensiones y otras 
prestaciones monetarias debido a la infla­
ción. Por el lado del ingreso: a) la impo­
sibilidad de extender más la cobertura a 
grupos rentables de la sociedad; b] el de­
cremento de los contribuyentes activos , al 
tiempo que crecen los pasivos; e) la crecien­
te evasión y mora, y d]la imposibilidad po­
lítica de aumentar las contribuciones y los 
impuestos ante la resistencia de empresa­
rios y sindicatos. 
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El ef ecto en la distribución 
del ingreso 

E l financiamiento del sistema y las presta­
ciones de seguridad social afectan de diver­
sa manera la dis tr ibución del ingreso. Casi 
siempre el tipo 'de financiamiento afec ta el 
ingreso en forma regresiva. Ello se debe a 
que en la mayoría ele los países ele la región 
el apo rte salarial neto del asegurado tiene 
un tope, con lo que, proporcionalmente, 
los que ganan más contribuyen menos. Asi­
mismo, en la naciones con sistemas estra­
tificados la contribución de los grupos ocu­
pacionales con más poder negoc iador y 
mayores ingresos es siempre proporcional­
mente menor. 

Las prestaciones en general tienen un 
efec to más progresivo que las contribu­
ciones, dependiendo de la ex tensión de la 
cobertura (a mayor grado de cobertura es 
lógico sup.oner una mayor progresividad 
-controlando las o tra~ variame~- y vice­
versa), la uniformidad legislativa y el tipo 
de programas. A mayor universalidad y uni­
formidad, mayor progresiv idacl . Además, 
lo programas de as istencia social, salud y 
as ignaciones fam iliares suelen tener un 
efecto más progresivo que las pensio'nes. 
Ello se debe a que éstas se calcu lan, en la 
mayoría de los casos. en forma proporcio­
na l al ingreso del asegurado , por lo que re­
producen las des igualdades de la distribu ­
ción general del ingreso. En cambio, los 
programas son bás icamente los mismos, si 
bien en los sistemas estrat ificados existen 
diferencias en la disponibilidad y calidad ele 
los servicios . 

Finalmente, los programas ele asistencia 
socia l se d irigen a los sec tores más pobres 
ele la población , por lo que tienen él efec­
to más progresivo en la diStribución del in­
greso . Esto se acentúa a medida que enve­
jecen los sistemas ele seguridad social, pues 
aumenta el porcentaje del gasto destinado · 
a las pensiones. 

En algunos países se han hecho estudios 
mu y completos para medir los efec tos re­
distributivos ele la seguridad soc ial. En Bra­
sil , por ejemplo , se encontró que 41 'Yo de 
la población más pobre recibía 18% del to­
ta l del gasto y sólo 8% se beneficiaba· con 
la seguridad social. En contraste, 57% de 
la poblac ión de ingresos medios recibía 
70% del gasto social y 35% ele la seguri­
dad soc ial. Se concluyó que los subsidios 
estatales ayudaban principalmente a la cla­
se media . En la República Dominicana una 

encuesta mostró que 60% ele las pensiones 
y las prestaciones de salud se concentra en 
las fa milias de mayores ingresos. En Uru­
guay un análisis·de transferencias mostró 
que la mayo r proporción se destinaba al 
secto r rural (con un efecto progres ivo) y la 
parte siguiente a empleados públicos y 
maestros (con efectos regresivos). También 
se encontró que el efecto del programa ele 
pens iones era más progresivo en el campo 
que en los secto res de los burócratas, maes­
tros , profesionales y empleados bancarios . 

Reformas y sugerencias 

E n los últimos años ha habido varios in­
tentos gubernamentales por introducir cam­
bios en la seguridad social latinoamerica­
na, con el propósi to ele superar los déficit 
permanentes de los sistemas y aumentar la 
cobertura poblac ional y la calidad ele los 
serv ic ios. A continuación se señalan los 
principales esfuerzos , con base en los tres 
grupos de países. 

Pioneros. En éstos se ha logrado práctica­
mente la universalidad en la cobertu ra, pero 
a un costo muy elevado y sin corregir gra­
ves desigualdades en su aplicación. El gran 
reto a que se enfrentan es establecer una 
sólida base financiera, sin aumentar las con­
tribuciones. 

Hasta la fecha, en Argentina y Uruguay 
se han rea lizado reformas cuyos resultados 
son poco significativos. En 1986 la Secre­
taría de Seguridad Social del primer país 
presentó un proyecto de ley. para aumen­
tar las edades de jubilación y sentar bases 
financ ieras más sólidas. Sin embargo, el 
proyecto nunca llegó al Congreso . Dos 
años después, la misma dependencia pre­
paró un estudio con el fin de re formar el 
sistema de seguridad social vigente o rem­
plazado por uno nuevo, el cual establecía 
una pens ión básica , más una complemen­
taria. Empero, la propuesta no eliminaba las 
condiciones ele adquisición más liberales y 
costosas y fijaba el financiamiento en 7% 
del PIB anual , lo cual era cuestionable eles­
de los puntos de vista técnico, económico 
y prácticp. En 1989 se suspendió el pro­
yecto. 

En Uruguay se puso en marc ha en los 
años setenta un ambicioso proceso ele re­
forma que aumentó la unidad y la unifor­
midad del sistema, elevó la edad ele jubila­
ción (de 45-50 años a 55-6o años) y supri-
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mió algunas prestaciones cos tosas. Todo 
ello sin sentar las bases para una solución 
a largo plazo. Cabe señalar que en esta na­
ción se permitió en 1979 la jubilación an­
ticipada con condiciones muy ventajosas, 
lo que estimuló los retiros masivos y un sig­
nificativo au mento del défi cit del sis tema. 
En Brasil se propuso una ley para eliminar 
las costosísimas e inequitativas pensiones 
anticipadas o por antigüedad. La resisten­
cia férrea de los diversos grupos sociales 
afectados impidió su aplicación . 

La reforma introducida en Chile en el 
decenio pasado, por medio de un proceso 
de privatización de la seguridad social, es 
sin duda una de las más radicales en la re­
gión . Principalmente se estableció un nue­
vo sistema privado de pensiones, reglamen­
tado por el Estado, con condiciones de ad­
quisición de prestaciones uniformes para 
todos los asegurados (con excepción de las 
fu erzas armadas que mantienen un sis tema 
aparte). El nuevo sistema, que cubre a 85% 
de los asegurados activos, es adminis trado 
por sociedades privadas que compiten en­
tre sí por los asegurados . Hay reciprocidad 
to tal entre contribución y prestación . La 
primera se deposita en una cuenta indivi­
dual y los fondos son invertidos por las cor­
poraciones. Si bien en el sector salud la ma­
yor parte de la ·población está aún cubierta 
por el sistema público, alrededor de 25% 
está afiliada a sociedades privadas de prepa­
go, las cuales se expanden en forma acele­
rada. También existe en· el país un sistema 
de asis tencia soc ial que provee pensiones 
mínimas y atenc ión de salud a los indi­
gentes. 

Intennedios. En los países de este grupo, 
menos de la mitad de la población to tal es­
tá cubierta por el seguro social, con excep­
ción de México y Panamá, donde la cober­
tura es ele al rededor ele 60%. Has ta finales 
ele! decenio ele los se tenta, las naciones in­
termedias disfrutaban de una situación fi­
nanciera relativamente más solvente que las 
del grupo pionero. En esos años México, 
Panamá y Venezuela lograron un importan­
te ava nce en la cobertura ele la población 
rural. La crisis de los ochenta, empero, fre­
nó esta tendencia. 

En Costa Rica persisten a la fecha los pri­
vilegiados y costosos programas ·especiales 
de pensiones en el sector público, a pesar 
de un estudio exhaw;ti vo sobre la materia 
reali zado en 1988 y el debate público sub­
sigu iente. El resto de los programas de pen­
siones en el país requiere incremeñtos en 
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las edades de jubilación y otros ajustes. Para 
enfrentar el desequilibrio financiero del sis­
tema de seguridad social, expertos en Pa­
namá recomendaron incrementar la edad 
de jubilación y eliminar el retiro anticipa­
do. Ante la impopularidad de la medida, el 
Gobierno presentó un proyecto de ley con 
modificaciones más moderadas, pero aun 
éste provocó grandes movilizaciones de re­
chazo, por lo cual la propuesta de reforma 
fracasó. Salvo en Bolivia y Ecuador, en la 
mayoría de éstas naciones el gasto se con­
centra en los programas de enfermedad-ma­
ternidad, por lo que los países del grupo 
centran sus esfuerzos en que estos progra­
mas sean autofmanciables. Ello implica, en­
tre otras medidas , reducir costos en pres­
taciones , integrar los servicios de salud y 
reducir gastos administrativos . 

Tardíos. Los menos desarrollados cubren 
menos de una cuarta parte de la población 
y hasta antes de los años ochenta disfruta­
ban de cierta solidez financiera . Si bien es 
obvio que su problema es de cobertura, la 
expansión de ésta se ve limitada por barre­
ras estructurales y por los efectos de la cri­
sis económica. La universalización de la co­
bertura en estos países con el modelo ac­
tual tendría un costo exorbitante. , 

A principios de los ochenta el Gobier­
no dominicano presentó al Congreso una 
ley para extender la cobertura poblacional 
del país; sin embargo, no prosperó . Con el 
apoyo del BID, en Guatemala se está am­
pliando ef seguro social de enfermedad-ma­
ternipad a las regiones menos desarrolladas. 
Si el programa tiene éxito podrá servir de 
modelo para el resto del área. Nicaragua lo­
gró unificar el sistema de salud en una sola 
entidad y extender la cobertura. Empero, 
la prolongada crisis política y económica 
de los años ochenta creó graves. problemas 
financieros y deterioró la calidad de los ser­
vicios. 

Los países del Caribe· de habla inglesa, 
por su parte, han logrado combinar la co­
bertura casi universal con una situación fi­
nanciera relativamente sólida. No obstan­
te, Jamaica experimenta actualmente un 
fuerte desequilibrio financiero, merced a 
que en 1987 el Gobierno decidió incremen­
tar la pensiones y otras prestaciones mo­
netarias, sin aumentar las contribuciones. 
Barbados registra un déficit en su progra­
ma asistencial y una brusca disminución de 
las reservas del de desempleo como resul­
tado del incremento de las prestaciones y 
de la reducción de las contribuciones. 

La estabilidad financiera. Para restable­
cer el equilibrio financiero de los sistemas 
de seguridad social en la región, el BID 
plantea la necesidad de aumentar los ingre­
sos y reducir los gastos. Para lograr lo pri­
mero se propone: a) eliminar los topes a la 
contribución salarial, incrementarla en las 
naciones donde es muy baja y usar toda la 
remuneración como base impqsitiva; b] 
modernizar los sistemas de registro y co­
bro de contribuciones, a fin de reducir la 
evasión y mora; e) establecer una identifi­
cación única de contribuyentes, tanto de 
asegurados como ·de empleadores, así co­
mo de sus dependientes, no sólo para la se­
guridad social sino también para efectos tri­
butados; d] simplificar y agilizar los trámi­
tes de registro y pago de las contribuciones 
de las pequeñas y medianas empresas, pa­
ra reducir su carga y estimular su inscrip­
ción; e) reforzar la inspección y ejecución 
de cobros, fijar tasas de interés y multas su­
periores a las tasas de inflación e interés 
bancario y procesar a los deudores moro­
sos; f] con excepción de los pobres, fijar 
cargos por la utilización de ciertos servicios 
de salud; g) mejorar el rendimiento de la 
inversión por medio de la limitación de la 
intervención gubernamental y la inversión 
en instrumentos que ofrezcan rendimien­
tos atractivos y a largo plazo; h) realizar ba­
lances actuariales periódicos, e i) no aña­
dir nuevas prestaciones 'o tratar de mejo-· 
rar las existentes sin suministrar los ingresos 
adecuados. 

Las principales recomendaciones del 
BID para reducir los gastos son: a) suprimir 
la jubilación por antigüedad y anticipada, 
aumentar los años de servicio requeridos 
para el retiro e incrementar el porcentaje 
de remplazo salarial de acuerdo con los 
años de servicios prestados; b] aumentar la 
edad de jubilación con base en la esperan­
za de vida del país; e) equiparar las edades 
de jubilación del hombre y la mujer; d] vin­
cular lo más posible la pensión con los in­
gresos de la vida laboral del asegurado, 
aumentando los años de trabajo que se usan· 
como base; e) establecer un sistema de pen­
siones de-monto básico, con un mínimo y 
un máximo razonables, así como pensio­
nes suplementarias, las cuales deberán ser 
financiadas principalmente por el asegura­
do, con régimen de capitalización completa 
y correspondencia estrecha entre el apor­
te y la pensión; f] aj ustar las prestaciones 
monetarias con base en los salarios en vez 
del costo de la vida; g) reducir el número 
de familiares dependientes; h) disminuir el 
porcentaje del salario que se paga como 
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subsidio por enfermedad1 así como fijar un 
período mínimo de espera para la incor­
poración del trabajador a sus funciones y 
evitar la simulación de enfermedad; i] su­
primir las prestaciones por enfermedad ex­
cesivamente generosas, al igual que los tra­
tamientos médicos en el extranjero, y j) 
reducir al mínimo posible las "prestaciones 
sociales" . 

Gasto administrativo y productividad. 
Para que las reformas a los sistemas de se­
guridad social puedan dar frutos en Amé­
rica Latina es imprescindible realizar cor­
tes drásticos en los gastos de administra­
ción. La reducción y el adiestramiento del 
personal, así como la fijación de salarios y 
beneficios razonables, son elementos fun­
damentales para aumentar la eficiencia ad­
ministrativa. En este sentido el BID reco­
mienda diversas medidas, entre las que des­
tacan: integrar y siinplificar la legislación y 
establecer mecanismos más eficaces para 
hacer cumplir la ley; uniformar los sistemas 
afectados por la multiplicidad; integrar las 
estadísticas financieras del sector; elaborar 
los presupuestos por funciones, establecer 
la co_nexión entre ingreso y gasto por pro­
grama y desarrollar series históricas de ren­
dimiento de la inversión; maximizar el uso 
de las computadoras; ·al tiempo del recor­
te del personal, suprimir o reducir al má­
xirr¡.o posible las condiciones laborales de 
privilegio; coordinar de manera eficaz los 
servicios médico-~ospitalarios del seguro 
social y el ministerio de salud, y utilizar los 
servicios y mecanismos privados cuando 
demuestren mayor eficiencia. 

Universalidad y equidad. Los países de los 
grupos tardío e intermedio se enfrentan a 
un fuerte déficit en la cobertura poblacio­
nal, por lo que requieren ampliarla . Sin em­
bargo, los sistemas de seguridad social vi­
gentes impiden cualquier esfuerzo en ese 
sentido. En general estas naciones tienen 
dos opciones. La primera es la transforma­
ción total del sistema, creando prestacio­
nes universales tanto en materia de salud 
como en mantenimiento del ingreso. La se­
gunda, establecer un sistema dual, en el que 
los asegurados conservan parte de la pres­
taciones actuales - las de mayor privilegio 
y costosas se eliminan- , mientras que la 
población no asegurada y sin recursos re­
cibe prestaciones básicas, especialmente de 
salud. Los subsidios estatales a la población 
asegurada se transfieren a la más necesitada. 

Si bien la propuesta en torno a un siste-
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ma universal básico es "ideal" para el BID, 
en el estudio se reconoce su poca viabili­
dad, tanto por razones políticas como eco­
nómicas . El sistema dual, en cambio, tiene 
mayores posibilidades en la región. De he­
cho en algunos países se han dado pasos 
importantes. El Funrural, en Brasil, el Se­
guro Social Campesino, en Ecuador, y la 
Coordinación General del Plan Nacional de 
Zonas Deprimidas y Grupos Marginados 
(Coplamar), en México, son ejemplos de 
modelos de transferencias del Estado y el 
sector urbano hacia las zonas rurales. Una 
reforma del sistema de seguridad social 
(aumentando ingresos y reduciendo gastos, 
según las recomendaciones anteriores) po­
dría generar exced~ntes que contribuirían 
a su extensión. 

En cuanto a la cobertura del sector in­
formal , ésta puede intentarse con modelos 
similares a los del sector rural. Partiendo de 
que este sector no puede autofinanciar su 
protección (el costo de detectar, registrar 
'Y cobrar a esos trabajadores podría ser su­
perior al aporte recaudado) se hace impres­
cindible el subsidio por parte del Estado. 
Para financiar éste sería necesario eliminar 

los subsidios otorgados a los grupos de in­
gresos medios y altos. Según las recomen­
daciones del BID, los subsidios al sector in­
formal deben dirigirse principalmente a la 
medicina preventiva, a la atención prima­
ria de la salud, a las regiones con menor de­
sarrollo y a los grupos más vulnerables de 
la sociedad. 

Las medidas propuestas no sólo reduci­
rían las desigualdades en la cobertura y los 
servicios entre grupos ocupacionales, sino 
también las existentes entre grupos ocupa­
cionales, ramas económicas y regiones geo­
gráficas. 

Consideraciones finales 

E n los intentos por reformar y moderni­
zar los sistemas de seguridad social en Amé­
rica Latina, el papel del sector privado pue­
de ser fundamental, como lo muestra el 
programa de pensiones introducido en Chi­
le. De hecho, las autoridades de Argentina, 
Colombia, Costa Rica, Ecuador, México y 
Uruguay estudian diversos proyectos en 
que participa el sector privado. 

recuento latinoamericano 
Cooperación e integración 

Avanza el Mercosur 

En cumplimiento de los compromisos de 
liberación comercial de los países integran­
tes del Mercosur, el 2 de enero entró en vi­
gor tina reducción arancelaria de 7% sobre" 
las importaciones recíprocas, por lo que la 
reba ja total vigente asciende a 54 por 
ciento. 

La ALADI informó en esa fecha que en 
1991 el valor del comercio entre las nacio­
nes del Mercosur sumó poco más de 4 000 
millones de dólares, de los cuales 75% co­
rrespondió al intercambio entre Brasil y Ar­
gentina. D 

Productos básicos 

Creció 3% la producción de acero en 1991 

La siderurgia latinoamericana produjo 39.3 
millones de toneladas de acero en bruto en 
1991, 3% más con respecto al año anterior, 

informó el ILAFA el17 de enero. Las nacio' 
nes que más contribuyeron a este resulta­
do fueron Perú (55.6%), PJraguay (22 .9%) 
y los países centroamericanos (22 .7%). En 
cambio disminuyó la producción de Argen­
tina (15 .7%), México (8.2%) y Colombia 
(6%). Las exportaciones fueron de 14.8 mi­
llones de toneladas, 9.9% mayores que las 
de 1990, y el personal ocupado sumó 
245 000 trabajadores, 11 % menos que el 
año anterior. D 

Centroam~rica 

Finaliza el mandato de la fuerza de paz 

El Consejo de Seguridad de la ONU decidió, 
el 16 de enero, disolver el Grupo de Ob­
servadores de las Naciones Unidas para 
Centroamérica (Onuca). Establecido a fines 
de 1989 a solicitud de los cinco países del 
istmo, el Onuca tuvo c;::omo función prin­
cipal vigilar las fronteras para evitar que el 
territorio de cualquiera de esas naciones se 
usara para lanzar ataques contra otra, así co­
mo poner fin a la ayuda externa a los gru-
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La asistencia técnica y financiera de los 
organismos internacionale!> y regionales es 
vital en los intentos de reforma de la segu­
ridad social en la región . En este sentido 
destacan los esfuerzos realizados hasta ahora 
por el BID, el Banco Mundial y la Agencia 
para el Desarrollo Internacional, junto con 
los organismos mundiales que tradicional­
mente se han ocupado de este campo, co­
mo la OIT, la OMS y el Comité Permanente 
Interamericano de Seguridad Social (CPISS). 

Sin duda alguna, uno de los más gran­
des desafíos a que se enfrentan los proce­
sos democráticos latinoamericanos es el de . 
preservar la paz social, por medio de un in­
cremento notab~e de los niveles de vida de 
la población, así como una mayor equidad 
en el ingreso. En este marco las reformas 
a los sistemas de seguridad social para ex­
tender su cobertura, con base en sistemas 
económicos y sociales viables, adquieren 
una gran importancia. Si logran consolidar­
se y dar frutos, Jos países de América Lati­
na arribarán al siguiente milenio con demo­
cracias sólidas, sociedades más justas y ni­
veles de vida superiores a los alcanzados en 
el siglo que concluye. D 

pos rebeldes en la región. El Consejo de Se­
guridad decidió, además, transferir parte 
del equipo y de los 130 efectivos del gru­
po a la Misión de Observadores para El Sal­
vador (Onusal), que deberá verificar la apli­
cación de los compromisos pacificadores 
entre la guerrilla y el Gobierno de ese 
país . D 

Asuntos bilaterales 

Histórico acuerdo: concede Perú a 
Bolivia una salida al mar 

Los gobiernos de Perú y Bolivia suscribie­
ron el 24 de enero, en el puerto peruano 
de Ilo, el Convenio de Amistad, Coopera­
ción e Integración "Gran Mariscal Andrés 
de Santa Cruz", mediante el cual, por pri­
mera vez en más de cien años, Bolivia ten­
drá acceso al Pacífico. El tratado establece 
en ese puerto una zona franca bin~cional 
en la que Bolivia podrá disponer de la in­
fraestructura portuaria para movilizar par­
te de su comercio exterior, así como hacer 
uso de las instalaciones turísticas y de la ca­
rretera Ilo-Desaguadero-La Paz. 
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En 1879 el país del altiplano perdió su 
litoral en la Guerra del Pacífico contra Chile 
y desde entonces mantiene una demanda 
ante diversos foros internacionales para ob­
tener una salida soberana al mar. D 

millones de dólares que estaba obligada a 
saldar en los próximos 18 meses. D 

Brasil 

----------------- . Mayor apertura comercial 
Argentina 

Dramático llamado a la población 
para controlar la inflación 

Ante la agudización de las presiones infla­
cionarias registradas desde fines de diciem- · 
bre, el 21 de enero el ministro argentino 
de Economía, Domingo Cavallo, exhortó 
a la población a no consumir. "No com­
pren nada -dijo-, 'y cuando tengan que 
comprar regateen lo más que puedan." En 
un discurso trasmitido por cadena nacio­
nal, el funcionario señaló como responsa­
ble del alza de los precios "al pago concen­
trado del aguinaldo y de los sueldos" de di­
ciembre. D 

Bolivia 

Préstamo del BID para la privatización 
de empresas 

El 16 de enero el BID otorgó un crédito a 
Bolivia por l. 7 millones de dólares desti­
nados al programa de privatización de las 
empresas estatales, específicamente a la 
creación de una unidad técnica de apoyo 
a la Comisión de Evaluación de la Empre­
sa Pública. Los recursos provienen del Fon­
do para Operaciones Especiales del BID y 
se ·concedieron a un plazo de 40 años, in­
cluidos 1 O de gracia, y a una tasa de inte­
rés anual de 1 por ciento. 

Sube el !VA 

El 20 de enero el Gobierno boliviano 
aumentó el IVA de IO'a 13 por ciento. Con 
la medida se prevén ingresos de alrededor 
de 200 millones de dólares , 54 millones 
más que el año pasádo. 

Acuerdo con el Club de París 

El 26 de enero se informó que el Gobier­
no bolivianQ suscribió un acuerdo con !'!1 
Club de París mediante el cual la nación 
sudamericana sólo pagará 31 .7 de los 216.8 

El 2 de enero el Ministerio de Economía 
anunció reducciones arancelarias a un gran 
número de importaciones. El gravamen pa­
ra autos, camiones y motocicletas bajó de 
60 a 50 por ciento; el de videograbadoras , 
de 65 a 55; el de juguetes, de 85 a 65; el 
de neumáticos, de 40 a 30 y el del aceite 
de soya, de 20 a 15 por ciento, entre otros. 
En el caso de las computadoras y bienes de 
informática la reducción fue de 65 a 60 por 
ciento y se prevén más rebajas en los pró­
ximos 24 meses . 

Se privatiza empresa aeronáutica 

La segunda fase del proceso de privatiza­
ción de empresas estatales se inició el 14 
de enero cuando el presidente Fernando 
Collar de Mello suscribió el decreto que po­
ne a la venta la Empresa Brasileña de Aero­
náutica (Embraer), considerada la 111ayor in­
dustria del ramo en América Latina y prin­
cipal abastecedora de la región. Establecida 
en 1969 por la fuerza aérea del país y con 
un patrimonio calculado en más de 1 000 
millones de dólares, hasta 1991 la Embraer 
produjo 4 500 aviones de transporte de pa­
sajeros y militares; en estos últimos se en­
cuentran los "tucanos" y las "brasilias " ad­
quiridos por Perú , Estados Unidos y algu­
nos países de Europa. 

Se vendió una empresa d~ fertilizantes 

Por u11 valor de 7.34 millones de dólares , 
el 23 de enero el Gobierno vendió en la 
Bolsa de Valores de Río de Janeiro la em­
presa Industria de Fertilizantes, estableci­
da en la ciudad de Cubatao y con un per­
sonal de 432 trabajadores. El comprador de 
las acciones fue la compañía privada de fer­
tilizantes lAPSA . 

Datos económicos de Petrobras 

La compañía petrolera estatal Petrobras in­
formó el 24 de enero qúe en los primeros 
11 meses de 1991 la inversión total de la 
empresa fue de 1 754 millones pe dólares, 
de los cuales 70% se destinó a activida­
des de exploración y producción; las utili­
dades ascendieron a 559 millones de dóla-
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res , en tanto que la producción promedio 
fue de 646 000 barriles diarios, cantidad 
que cubrió alrededor de 57% de la deman­
da interna. Se informó también ,que hasta 
ese período la deuda de Petrobras sumó 
3 5 72 millones de dólares (2 3 55 millones 
a corto plazo). D 

Colombia 

Alz a considerable de las reservas 
internacionales 

El Banco de la República informó el 1 de 
enero que en 1991 las reservas monetarias 
internacionales de Colombia se incremen­
taron 2 066 millones de dólares, con lo que 
las tot>~les ascendieron a 6 383 millones. El 
aumemo se debió a que la eliminación de 
los controles cambiarios permitió el regre­
so de capitales y alentó a los inversionistas 
extranjeros. D 

Cuba 

Nuevas restricciones ante el grave 
desabasto externo 

En el transcurso de enero, el Gobierno cu­
bano puso en marcha nuevas disposiciones 
para enfrentar la drástica disminución de 
los bienes e insumas importados. A partir 
del primer día del año y ante la carencia ge­
neralizada de papel y energéticos, se redu­
jo la frecuencia de edición y el número de 
páginas de todos los diarios. El 2 de enero 
se anunció la reorganización del transpor­
te urbano , con lo que se pretende dismi­
nuir gradualmente el número de rutas de 
autobuses y de taxis en La Habana. Final­
mente, a partir del día 6 se redujeron los 
horarios de los cines y la programación de 
la televisión , respetándose los programas 
de mayor audiencia y los informativos. D 

Chile 

Indicadores económicos 

El Banco Central informó el 2 de enero que 
la economía chilena creció 5.5% en 1991, 
cifra superior a la del año anterior (2% ). 
Empero, la tasa de inversión disminuyó a 
18% del PIB, frente a 19.5% en 1990. Las 
exportaciones, cuyo monto fue de 9 000 
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millones de dólares, registraron un incre­
mento de 10 por ciento. 

El Instituto Nacional de Estadísticas in­
formó en la misma fecha que en 1991 la in­
f!áción creció 18.7%, índice menor que el 
de 1990, cuando los precios al consumidor 
aumentaron 27.3 por ciento. 

Medidas monetarias 

El 23 de enero el Banco Central decretó una 
serie de medidas de.política monetaria , en­
tre las que destacan: una revaluación de 5% 
del peso frente al dólar -por lo que la co­
tización de la divisa bajó de 395.53 a 3 75.75 
pesos- , el establecimiento de una banda 
de flotación en el mercado del dólar de has­
ta 10%, sin necesidad de que el Banco Cen­
tral intervenga, y la aplicac ión de 20% de 
encaje a los depósitos en moneda extran­
jera. D 

El Salvador 

Triunfó la fuerza de la razón 

En el Casti llo de Chapultepec de la capital 
mexicana se dieron cita, el 16 de enero, la 
guerrilla y el Gobierno salvadoreños para 
poner fin a 12 a!'íos de guerra civil. El pre­
sidente Alfredo Cristiani y el Frente Fara­
bundo Martí para la Liberación Nacional 
(FMLN), encabezado por su líder Shafick 
Handal, suscribieron el acuerdo de paz que 
recoge el compromiso de ambas partes para 
la reconciliación y la reconstrucción nacio­
nales. 

Al acto asistieron los mandatarios de Mé­
xico, Colombia, Costa Rica, Guatemala, 
Honduras, Nicaragua, Panamá, Venezuela 
y España, así como los secretarios genera­
les de la ONU y la OEA, Boutros Gahli y 
Joao Baena Soares. El pacto, logrado des­
pués de 28 meses de difíciles negociacio­
nes , con la mediación de la ONU, estable­
ce cambios signifitativos en los sistemas mi­
litar, político y económico y define un 
rigur0:..0 calendario para la ejecución de los 
diversos compromisos. Los principales 
puntos del acuerdo son: 

• Alto al fuego que regirá entre el 1 de 
febrero y el 31 de oc tubre, período en el 
cual deberán cumplirse los acuerdos bajo 
la veri ficación de la Comisión Nacional para 
la Consolidación de la Paz (Copaz) y de la 
Misión de Observadores de las Naciones 
Unidas para El Salvador (Onusal) . 

• Reducción a la mitad de los 63 000 
efectivos del ejército. 

• Disolución del aparato de inteligencia 
militar, de los cuerpos de seguridad, de la 
Guardia Nacional y de los batallones de 
contrainsurgencia. 

• Liberación de presos políticos y sus­
pensión del reclutamiento forzoso. 

• Creación de la Comisión de la Verdad, 
encargada de investigar las violaciones a Jos 
derechos humanos en los 12 años de vio­
lenc ia en el país. 

• Creación de una policía nacional civil. 

El FMLN aceptó reducir gradualmente 
sus efec tivos cada tres meses, a partir del 
1 de febrero, hasta su desmantelamiento to­
tal antes del 31 de octubre, así como rein­
tegrarse a la vida política. El acuerdo de paz 
prevé finalmente reformas en el sistema 
electoral y transformaciones' económicas y 
sociales que incluyen la resolución del pro­
blema agrario, la concesión de créditos 
agropec uarios y para la pequeña y media­
na industria, así como medidas para aliviar 
el costo social de los programas de ajuste 
estructural. 

Los hechos más sobresalientes en los 
días posteriores a la firma del acuerdo fue-
ron los siguientes: ' 

17 de enero: la d irigenc i del FMLN 
anunció su decisión de par t. ipar en las 
elecciones presidenciales previstas para 
1994 . 

21 de enet·o: aniha1 on a El Salvador los 
primeros 40 " casco~ azules·' , que verifica­
rán el alto al fuego y el desarme de la gue­
rrilla. ~os militares, en su mayoría canadien­
ses y espat'ioles , forman parte de la Onusal. 

23 de enero: la Asamblea Legislativa 
aprobó la Ley de Reconciliación Nacional, 
amnistía parcial que permitirá a los guerri­
lleros reintegrarse a la vida civil , pero no 
incluirá a los responsables de los crímenes 
políticos más graves cometidos en la últi­
m'a década. 

24 de enero: se anunció oficialmente 
que el coronel Guillermo Benavides y el te­
niente Yusshy Mendoza fueron sentencia­
dos a 30 años de prisión por el asesinato, 
en noviembre de 1989, de seis sacerdotes 
jesuitas y dos mujeres en la Un iversidad Ca· 
tólica de San Salvador. D 

Haití 

Comisión especial para vigilar el 
embargo económico 
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Para vigilar el cumplimiento del embargo 
económico impuesto contra el Gobierno' 
militar de Haití, el 22 de enero el Consejo 
Permanente de la OEA creó una comisión 
especial con representantes de Argentina, 
Bolivia, Canadá, Costa Rica, Estados Uni­
dos, Jamaica, Trinidad y Tabago y Venezue­
la. El organismo regional.dispuso que no 
se suspenderá el embargo mientras las auto­
ridades y los legisladores haitianos no em­
prendan pasos concretos para restaurar el 
orden constitucional. D 

Honduras 

Programa asistencial de la CEE 

Para realizar un programa de crédito y asis­
tencia técnica a la microempresa, e l 20 de 
enero la CEE otorgó a Honduras 9.6 millo­
nes de UME (8 millones de dólares). El pro­
yecto, de cuatro años de duración, tiene el 
propósito de desarrollar las microempresas 
rurales más pobres del país, para lo cual se 
creará un fondo de crédito ro tativo admi­
nistrado por el fondo hondureño de inver­
sión social y por las o rganizaciones priva­
das para el desarrollo, que recibirán tam­
bién asistencia técnica de la CEE. 

Creció el PIB y bajó la inflación en 1991 

El 26 de enero el presidente hondureño Ra­
fael Callejas informó que la economía na~ 
cional, tras dos at'ios de dt presión, creció 
2. 3% en 1 991 y que la inl1ac ión fue de 
22% , nivel menor al registrado el año an­
terior '(36.4%). D 

Nicaragua 

Otorga Estados Unidos un trato 
económico especial 

El canciller nicaragüense, Enrique L>reyfus, 
y el embajador estadounidenst en Ma u ­
gua, Harry Schlaudeman , suscribiewn 1 7 
de enero un acuerdo de amistad y coope­
ración por medio del cual el Gobierno de 
Washington se comprometió::. o to rgar un 
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trato especial al país centroamericano en los 
órdenes comercial y financiero. El compro­
miso estadounidense se enmarca en el pos­
tulado de excepcionalidad económica en 
favor de Nicaragua adoptado por la ONU en 
noviembre de 1991. 

Cambios en el gabinete 
, 

Con el propósito de alentar el proceso de 
pacificación interna y evitar actos de co­
rrupción, el 9 de enero la presidenta de Ni­
caragua, Violeta Barrios, designó a 12 nue­
vos funcionarios públicos, entre los que 
destacan Ernesto Leal como canciller y Ju­
lio Cárdenas en la cartera de Economía y 
Desarrollo; el Banco Central estará a cargo 
de Sil vio de Franco, mientras que el respon­
sable de la Procuraduría General será Gui­
llermo Vargas . 

Créditos del BID y la OPEP 

El 16 de enero la Corpor.ación lnterameri­
cana de Inversiones (CII), filial del BID, 
anunció una operación con el Banco Mer­
cantil, S.A. , de Managua, por tres millones 
de dólares (dos en préstamo y uno como 
inversión). El banco nicaragüense canalizará 
lds recursos en créditos a empresas peque­
ñas y medianas que contribuyan a incre­
mentar lair exportaciones. 

En la misma fecha , el Fondo de la OPEP 
para el Desarrollo Internacional concedió 
un crédito al país para financiar un progra­
ma de importación de productos· básicos. 
No se informó sobre las condiciones de los 
préstamos. O 

Paraguay 

Congela Alemania recursos crediticios 

El presidente de la Administración Nacio­
nal de Electricidad informó el 31 de enero 
que por el atraso en la amortización de la 
deuda externa, Alemania congeló un prés­
amo de 50 millones de marcos (31 millo-

nes de dólares) para extender el suminis­
tro eléctrico a localidades de provincia. · 

La deuda externa pública de Paraguay 
asciende a 1 7 17 millones de dólares: 632 
millones se contrataron con organismos fi­
nancieros multilaterales, 864 con el Club 
de París y 22 1 con la banca comercial in­
ternacional . O 

Perú 

Inflación a la baja 

El Instituto Nacional de Estadística e Infor­
mática divulgó el 2 de enero que el índice 
de precios se incrementó 3.7% en diciem­
bre , por lo que la inflació,n en 1991 ascen­
dió a 139.2% . Un mes después la misma 
institución anunció que el costo de vida en 
enero registró un alza de 3.5 por ciento. 

Crédito del BID para carreteras 

Para la rehabilitación de un tramo de la ca­
rretera Panamericana, el 7 de enero el BID 
concedió a Perú un préstamo de 21 O mi­
llones de dólares, a un plazo dé 20 años con 
4 de gracia y un interés anual de 7.89%. 
El costo totaf <;le! proyecto es de 300 mi­
llones de dólares, de los cuales el Gobier: 
no peruano aportará 90 millones. Con el 
nuevo empréstito, el financiamiento otor­
gado por la institución financiera al país an­
dino desde 1991 asciende a 650 millones 
de dólares; de este monto, 430 millones se 
destinaron a apoyar la balanza de pagos y 
1 O millones fueron para combatir la epide­
mia del cólera. 

Préstamo de la Corporación Andina 
de Fomento 

El 30 de enero la Corporación Andina de 
Fomento (CAF) otorgó un préstamo de 11 5 
millones de dólares a Perú destinados al de­
sarrollo de las empresas micro y pequeñas, 
apoyar a los sectores mineros, pesquero, in­
dustrial y turístico, así como a la rehabili­
tación de una línea de trasmisión eléctrica. 
No se especificaron los detalles del crédi­
to . O 

República Dnminicana -----
Liquidó su deuda externa con México 

El gobernador del Banco Central informó 
el 4 de enero que mediante una operación 
de recompra el país liquidó su endeuda­
miento con México, contraído al amparo 
del Acuerdo de San ]osé . La transacción 
consistió en un descuento de 67.5% sobre 
el valor nominal del oébito (162.8 millones 
de dólares) y su posterior recompra en 52 .9 
millones . Lo anterior permiti rá al país cari­
beño restablecer su acceso crediticio en el 
marco del Acuerdo suspenclido desde agos­
to de 1991 . O 

sección latinoamericana 

Venezuela 

Reservas de crudo en 1991; 
se reduce la producción petrolera 

La empresa estatal Petróleos de Venezuela 
informó el'2 de enero que en 1991 las re­
servas de crudo se incrementaron en 2 745 
millones de barriles y las de gas en cinco 
billones de pies cúbicos. Como resultado, 
las reservas totales probadas ascienden a 
62 758 millones de barriles, mientras que 
las de gas natural se calcularon en 126 bi­
llones de pies cúbicos. Las exportaciones 
de petróleo fueron de poco más de dos mi­
llones de barriles diarios. 

Diez días después, con el propósito de 
estimular la recuperación de los precios in­
ternacionales de hidrocarburos, el Gobier­
no venezolano anunció un recorte de 
50 000 b/d en la producción de crudos, por 
lo que ésta se fijó en 2. 31 millones de ba­
rriles diarios. 

Más pérdidas por el embargo atunero 
estadounidense 

El Instituto de Comercio Exterior informó 
el 16 de enero que debido a· la prolonga­
ción del embargo a las exportaciones ve­
nezolanas de atún -aplicado por Estados 
Unidos desde principios de 1991-, las pér­
didas económicas del país andino ascien­
den a casi 100 millones de dólares, tifra que 
representa el doble de la registrada hasta 
septiembre de ese año (véase el "Recuen­
to latinoamericano" de octubre de 1991, 
p. 954). 

Coloca emisión de bonos en Europa 

La. empresa estatal Petróleos de Venezuela 
anunció el 24 de enero la emisión de bo­
nos Bariven II por un monto de 200 millo­
nes de dólares, plazo· de cinco 1ños e inte­
rés anual de 9%. Los bonos se registraron 
en la Bolsa de Luxemburgo y se destinaron 
a los mercados europeo y japonés . En no­
viembre de 1991 la empresa co oc) la pri­
mera emisión de la serie Bariven I por un 
monto de 230 millones de dólares. 

Inflación de l. 3% en enéro 

El Banco Central de Venezuela informó el 
2 de febrero que el ínclice de precios al con­
sumidor se incrementó 1.3% en enero, lo 
que representó una ligera desaceleración 
respecto a diciembre de 1991 , cuando la 
inflación fue de 2.4 por ciento. O 
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Reforma de la seguridad social 
en Chile 
Banco Interamericano de Desarrollo 

E n marzo de 1981 se inició un proceso 
de reforma estructural del sistema de s~­
guridad social chileno. Los resultados de 
este proceso han sido la instauración de 
un nuevo régimen privado de pensiones 
basado en el principio de la capitaliza­
ción individual, el remplazo del sistema 
público de reparto vigente desde 1952 
y una drástica reorganización del siste­
ma previsional de atención de la salud, 
en el que se estableció una modalidad 
de seguros privados. 

El sistema de peusiones de reparto es­
taba administrado por instituciones se­
mipúblicas denominadas Cajas de Pre­
visión (CP), cuyos ingresos provenían de 
los aportes de empleadores, trabajado­
res y el Estado. Cada CP tenía su propia 
reglamentación en cuanto a las propor­
ciones que debían pagar el empleador 
y los trabajadores . Por tanto, los mon­
tos aportados variaban de acuerdo con 
las necesidades fmancieras de cada CP 
para cubrir los beneficios. Además, la 
existencia de grupos privilegiados y re­
gímenes previsionales de excepción hi­
zo que durante los anos setenta hubie­
ra grandes diferencias en los beneficios 
provistos por cada una de las distintas 

CP. Era un "laberimo burocrático" que 
contaba, por ejemplo, con 31 regímenes 
diferentes de pensiones a la vejez y 55 
de asistencia social. La deficiente aten­
ción al público que este complejo siste­
ma administrativo y financiero prestaba 
al público creó condiciones favorables 
para que una buena parte de la pobla­
ción considerara al régimen como arbi­
trario e injusto. Por otra parte, en el ré­
gimen anterior las imposiciones previ­
sionales incluían; además de los aportes 
para las pensiones, otros específicos pa­
ra la salud y las asignaciones familiares, 
lo cual tendía a aumentar las tasas de co­
tización patronal como proporción de 
la remuneración líquida y a incremen­
tar el costo de la mano de obra, gene­
rando en consecuencia efectos negati­
vos en el empleo. 1 

Las reformas estructurales de 1981 
crearon un nuevo régimen previsional 
privado de capitalización individual, ad­
ministrado por sociedades anónimas de­
nominadas Administrad.oras de Fondos 

l . Mario Maree! y Alberto Arenas, " Refor· 
mas a la seguridad social en Chile", Informe 
de Trabajo/BID, Washington (en prensa). 

de Pensiones (AFP), las cuales están su­
jetas a requerimientos mínimos de ca­
pital y rentabilidad; sus ingresos p rovie­
nen de los aportes y se financian me­
diante una comisión cobrada a los 
miembros . Las AFP garantizan la renta­
bilidad y minimizan el riesgo financie­
ro mediante la utilización de instrumen­
tos de valores reajustables y tasas fi jas 
de remuneración. 

De acuerdo con el principio de que 
los recursos depositados en las AFP son 
propiedad del público que efectúa los 
aportes y con objeto de minimizar el 
riesgo financiero y mantener la rentabi­
lidad, las colocaciones de los fondos de 
las AFP están controladas y reglamenta­
das por el Estado, el cual proporciona 
la "garantía" fmanciera de dos maneras: 
a] mediante el aporte de recursos para 
garantizar pensiones mínimas en caso de 

Tomado de BID, Progreso Económico y 
Social en América Latina. Informe 1991. 
Tema especial: Seguridad Social , Was­
hlngton, 1991 , pp. 208-209. Comercio Ex­
terior hizo pequeños cambios editoriale . 
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que los fondos acumulados individual­
mente sean insuficientes para cubrirlas, 
y b] por medio de la protección de las 
AFP en caso de quiebra. Este papel de 
garante financiero sé ha concretado en 
la fijación de límites legales para la com­
posición de la cartera de inversiones de 
los fondos acumulados, tanto con res­
pecto al tipo de instrumentos en que 
pueden colocarse los recursos, como a 
las proporciones máximas del total que 
se pueden invertir en cada instrumen­
to. Complementariamente, en 1985 se 
creó la Comisión Clasificadora de Ries­
gos, que evalúa y aprueba las colocacio­
nes de fondos en el mercado de capita­
les. También existe la Superintendencia 
de las AFP, encargada de controlar el 
funcionamiento administrativo y legal 
de las administradoras. 

Por otra parte, con el fin de evitar lar 
arbitrariedades de que eran objeto los 
aportantes, se han establecido normas 
más estrictas y rígidas en cuanto a la 
obligatoriedad de los aportes previsio­
nales para obtener los beneficios. Asi­
mismo, con el propósito de lograr una 
mayor uniformidad en el sistema de se­
guridad social, se dispuso· que las asig­
naciones familiares , las pensiones asis­
tenciales y los subsidios de cesantía pa­
saran a cubrirse con fondos específicos 
creados para ese fm y que se financia­
ran únicamente con aportes fiscales . Esta 
modalidad se complementa con el esta­
blecimiento de una pensión mínima ga­
rantizada por el Estado, que fmancia la 
diferencia entre su valor y los recursos 
acumulados en la cuenta individual 
cuando éstos no son suficientes para cu­
brirla. 

La provisión de los beneficios está ga­
rantizada por el monto de los aportes de 
los miembros y las ganancias obtenidas 
por la colocación de las reservas acumu­
ladas en el mercado de capitales. La sus­
tancial diferencia en la remuneración lí­
quida ha constituido el principal incen­
tivo para el traslado voluntario y masivo 
de afiliados del antiguo al nuevo siste­
ma. Bajo los supuestos de acumulación 
y rentabilidad, el sistema de capitaliza­
ción ha presentado un importante apor­
te al ahorro interno. Los recursos acu­
mulados se han absorbido internamen­
te, transformándose en inversión que ha 

contribuido de modo directo al creci­
miento del producto. A partir de 1983, 
el ahorro y la inversión agregados expe­
rimentaron una importante recupera­
ción. Mientras que el sector externo 
efectuó una contribución errática a es­
te proceso, el sector público se orientó 
sistemáticamente en una dirección su­
peravitaria, alcanzando cifras superiores 
a 5% del PIB a partir de 1987. Los fon­
dos previsionales parecen haber contri­
buido, durante este período de recupe­
ración, al aumento paulatino de los ni­
veles de ahorro e inversión. A fines de 
la década el nuevo sistema previsional 
representaba 3% del PIB.2 

La relación entre el nuevo régimen 
y el déficit fiscal puede entenderse a la 
luz del análisis de los egresos del Esta­
do determinados por tres obligaciones 
principales: a] los pagos a los pensiona­
dos actuales y a los que se jubilen den­
tro del sistema anterior; b] el pago de los 
bonos de reconocimiento (transferen­
cias de los aportes realizados dentro del 
sistema anterior para quienes deseen ju­
bilarse de acuerdo con los beneficios del 
nuevo régimen), y e] la diferencia entre 
el monto de las pensiones que se pagan 
con los fondos acumulados en las cuen­
tas individuales y el de las pensiones mí­
nimas. 3 Además, el proceso de reforma 
coincide con el período de vencimien­
to del antiguo sistema de pensiones, de 
manera tal que los pagos por concepto 
de beneficios han ido alcanzando su más 
alto crecimiento. El fuerte aumento que 
experimentó la participación de la po­
blación en el sistema de reparto duran­
te los años treinta a cincuenta ha resul­
tado en un rápido crecimiento de los be­
neficiarios tres décadas más tarde.4 

El proceso de reforma estructural y 
las AFP han logrado incrementar las re­
muneraciones líquidas y eludir el efec­
to negativo en el empleo que anterior­
mente ocasionaba la sustracción de los 
aportes específicos del fondo de pensio­
nes . En materia de provisión de benefi­
cios, las AFP han logrado consolidar una 

2. Mario Matcel y Alberto Arenas, op. cit. 
3. Óscar Menjivar, Reforma y funciona­

miento del sistema de previsión, Informe de 
Trabajo/BID, Washington, 1990, p . 37. -

4 . /bid, pp. 17 y 27. 
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mayor uniformidad en la estructura ad­
ministrativa de la seguridad social, 
aumentar las pensiones pagadas duran­
te el período 1986-1990, crear condicio­
nes más estrictas para los beneficios y 
reducir la responsabilidad del Estado a 
un nivel estrictamente asistencial . No 
obstante, la labor de las AFP se ha visto 
obstaculizada por la coexistencia, duran­
te esta fase de transición, con las CP, que 
no se ha podido eliminar totalmente, 
puesto que muchas continúan mante­
niendo pensionados y asegurados acti­
vos. Este hecho ha significado una du­
plicación de los costos operativos y del 
personal administrativo, aspectos que se 
eliminarán una vez que el sistema de ca­
pitalización entre en su etapa de ma­
durez. 

Por último, en cuanto al sector de la 
salud, el establecimiento de un sistema 
privado de atención al público se ha es­
tado consolidando mediante la creación 

· de nuevos seguros de salud llamados Isa­
pres que se dividen en dos tipos: abier­
tos y cerrados. Los abiertos admiten a 
cualquier usuario que esté en condicio­
nes de pagar las tarifas comerciales, lo 
que los lleva a estar integrados en su 
gran mayoría por grupos de altos ingre­
sos. Los cerrados, por su lado, admiten 
a grupos de empleados de menores in­
gresos, y en ellos el usuario paga por lo 
menos una parte y la empresa efectúa un 
aporte previsional complementario al 
del empleado. Esta reforma ha transfor­
mado la estructura del sector chileno de 
la salud, que se encuentra actualmente 
integrado por tres sistemas: el público, 
los sistemas institucionales de salud (por 
ejemplo, el de las Fuerzas Armadas) y el 
privado (Isapres). Durante la década de 
los ochenta, este último ha sido el más 
exitOso y el que más ha crecido, pasan­
do de una cobertura de 9% de la pobla­
ción en 1987 a 14% en 1990.5 

Todo lo expuesto remite a una con­
sideración final, que permite visualizar 
el sistema privado en su fase de madu­
ración como un régimen que continua­
rá manteniendo una alta tasa de renta­
bilidad real, perfectamente viable den­
tro de las condiciones de la economía 
chilena. O 

5. !SE/BID, Principales aspectos del desa­
rrollo social4, Washington, 1990, pp. 33-38. 


